DERECHO DE ASOCIACIÓN.- Normas reguladoras.- 
Habida cuenta que la Asociación Nacional de Asesores Financieros, es conforme se desprende legal y normativamente de sus vigentes Estatutos de fecha 14 de junio de 2002, una asociación profesional, sin ánimo de lucro, cuyo objeto y fines, conforme rezan los referidos Estatutos, son la promoción, formación capacitación y mejora de la profesión de asesor financiero en nuestro país, debe cohonestarse lo que antecede con la protección constitucional que nuestra Carta Magna brinda al derecho de asociación y que, como norma programática y de carácter general, encuentra su acomodo y ulterior desarrollo en la Ley Orgánica 1/2002, en la que se incluyen las normas reguladoras del referido derecho de asociación, y que pasamos a vertebrar en este breve artículo, con lo que entendemos, salvo mejor criterio, que debe servir ello de interés al lector cuando, a mayor abundamiento, todo lo que se establece en la Ley Orgánica 1/2002 que pasamos a comentar, es susceptible de predicarse, y por ende, aplicarse también, para la Asociación Nacional de Asesores Financieros.
En efecto, la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, - BOE 26 de marzo de 2002 número 73 – establece que el derecho fundamental de asociación, reconocido en el artículo 22 de la Constitución y de antigua tradición en nuestro constitucionalismo, constituye un fenómeno sociológico y político, como tendencia natural de las personas y como instrumento de participación, respecto al cual los poderes públicos no pueden permanecer al margen.

El artículo 22 de la Constitución establece, en su apartado 1, que se reconoce el derecho de asociación; en su apartado 2, que las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales; en su apartado 3, que las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos efectos de publicidad; en su apartado 4, que las asociaciones solo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial motivada; y en su apartado 5, que se prohíben las asociaciones secretas y de carácter paramilitar.

La presente Ley Orgánica 1/2002 que estamos comentando, en desarrollo del precepto constitucional citado, limita su ámbito de aplicación a las asociaciones sin fin de lucro, lo que permite dejar fuera del ámbito de aplicación de la misma a las sociedades civiles, mercantiles, industriales y laborales, a las cooperativas y mutualidades y a las comunidades de bienes o de propietarios.

La Ley Orgánica que estamos narrando, a lo largo de su articulado y sistemáticamente ubicadas, desarrolla el derecho de asociación desde una doble perspectiva, por un lado, como derecho de las personas en el ámbito de la vida social, y por otro lado, como capacidad de las propias asociaciones para su funcionamiento; así, ad exemplum, para su inscripción en el Registro correspondiente, para establecer su propia organización, la realización de actividades dirigidas al cumplimiento de sus fines y, lo que es fundamental, para no sufrir interferencia de clase alguna de las Administraciones Públicas.
La creciente importancia que las asociaciones tienen en el tráfico jurídico hace necesaria la regulación de extremos importantes tales como el contenido del acta fundacional y de los estatutos, la modificación, disolución y liquidación de las asociaciones, sus obligaciones documentales y contables, y la publicidad de la identidad  de los miembros de los órganos de dirección y administración.

Sentado pues cuanto antecede, veamos a través del correspondiente articulado de la ley lo novedoso que resulta de la misma en comparación con la legislación anterior, amén de subrayar, según nuestro leal saber y entender, los hitos más importantes que jalonan la misma.

En efecto, tal y como avanzábamos, ex artículo1.2 LO 1/2002, en el ámbito de aplicación de la Ley se incluyen todas las asociaciones que no tengan fin de lucro y que no estén sometidas a un régimen asociativo específico, quedando expresamente excluidas, las uniones temporales de empresas y las agrupaciones de interés económico.
Podrán constituir asociaciones, y formar parte de las mismas, ex artículo 3 LO 1/2002, las personas físicas y las personas jurídicas – éstas si son de naturaleza asociativa requerirán el acuerdo expreso de su órgano competente- siendo especialmente relevante, apartado f), el hecho de que las asociaciones podrán constituir federaciones, confederaciones o uniones, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para la constitución de asociaciones, con acuerdo expreso de sus órganos competentes.

Las asociaciones, ex artículo 5 de la LO 1/2002, se constituyen mediante acuerdo de tres o más personas físicas o jurídicas que se comprometen a poner en común sus conocimientos, medios y actividades para conseguir unas finalidades lícitas, y se dotan de los estatutos que rigen el funcionamiento de la asociación.

El acuerdo de constitución – que incluirá la aprobación de los estatutos –habrá de formalizarse mediante acta fundacional. El artículo 6 de la LO1/2002 enumera con carácter exhaustivo, y no meramente enunciativo, los requisitos que ineludiblemente deben contenerse en el acta fundacional. Otro tanto cabe predicarse respecto de los estatutos en el artículo 7 de la ley que comentamos, al establecerse en dicho artículo los extremos que necesariamente han de contener los estatutos para su validez y para su eficacia.
Corolario de lo anterior es el hecho de que, ex artículo 10 LO 1/2002, las asociaciones reguladas en la presente ley, deberán inscribirse en el correspondiente registro a los solos efectos de publicidad.

En lo que respecta al funcionamiento, sensu stricto, de las asociaciones, nos parece relevante destacar por su importancia el papel que desempeña la Asamblea General, como órgano supremo de gobierno de la asociación, integrado por los asociados, que adopta sus acuerdos por el principio mayoritario o de democracia interna, debiendo reunirse, con carácter general, al menos una vez al año, si bien con carácter extraordinario se puede convocar cuando lo solicite el número de asociados que estatutariamente se contemple al efecto.
Existirá un órgano de representación que gestione y represente los intereses de la Asociación de acuerdo con las disposiciones y directivas de la Asamblea General, pudiendo solo formar parte del órgano de representación los asociados.

Una novedad a nuestro entender fundamental de la nueva ley, ex artículo 11 apartado 5 LO 1/2002 de la misma , es el hecho de que se puedan recibir retribuciones en función del cargo, debiendo en tal caso figurar las mismas   - las contraprestaciones económicas - en las cuentas anuales aprobadas en la Asamblea y constar en los Estatutos, modificándolos al respecto si fuere menester, y notificando tal modificación estatutaria al Registro Nacional de Asociaciones, Secretaría General Técnica dependiente del Ministerio del Interior.
Después de hablar de las obligaciones documentales y contables, ex artículo 14 LO 1/2002, disolución y liquidación de la asociación, ex artículos 17 y 18 LO 172002, nos parece oportuno concluir el presente comentario con el artículo de la Ley intitulado y relativo a las garantías jurisdiccionales.

En efecto, en lo que a la tutela judicial concierne, el derecho de asociación regulado en la ley que estamos comentando será tutelado – artículo 37 – por los procedimientos especiales para la protección de los derechos fundamentales de la persona, correspondientes en cada orden jurisdiccional y, en su caso, por el procedimiento de amparo constitucional ante el Tribunal Constitucional en los términos establecidos en su Ley Orgánica.
Salvo los supuestos de disolución por voluntad de los asociados, las asociaciones solo podrán ser suspendidas en sus actividades o disueltas por resolución motivada de la autoridad judicial competente. (tal y como comentamos al transcribir el apartado cuarto del artículo 22 de la Constitución)
A estos efectos, interesa destacar que el artículo 515 del Código Penal establece que son punibles las asociaciones ilícitas, teniendo tal consideración: 

1º las que tengan por objeto cometer algún delito o, después de constituidas, promuevan su comisión, así como las que tengan por objeto cometer o promover la comisión de faltas de forma organizada, coordinada y reiterada.

2º las bandas armadas, organizaciones o grupos terroristas

3º las que, aun teniendo por objeto un fin lícito, empleen medios violentos o de alteración o control de la personalidad para su consecución

4º las organizaciones de carácter paramilitar

5º las que promuevan la discriminación, el odio o la violencia contra las personas, grupos o asociaciones por razón de su ideología, religión o creencias, la pertenencia de sus miembros o de alguno de ellos aun atenía, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, enfermedad o minusvalía, o inciten a ello.
Para concluir señalar que el orden jurisdiccional contencioso administrativo será competente en todas las cuestiones que se susciten en los procedimientos administrativos instruidos en aplicación de la LO 1/2002, todo ello conforme dispone la Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativo.

Por su parte, el orden jurisdiccional civil será competente, en los términos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con las pretensiones derivadas del tráfico jurídico privado de las asociaciones y de su funcionamiento interno.

En tal sentido, se abre la posibilidad, ex artículo 40.2 LO 1/2002 de que los acuerdos y actuaciones de las asociaciones podrán ser impugnados por cualquier asociado o persona que acredite un interés legítimo, si los estimase contrarios al ordenamiento jurídico, por los trámites del juicio que corresponda.
                                                                        Madrid, 25 de agosto de 2005.-

 Roberto Fernández Blanco.- Abogado
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